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Resumen 

Este informe analiza, en primer lugar, los problemas y las 

necesidades de los grupos vulnerables: jóvenes y mujeres rurales, 

población afrodescendiente e indígena, migrantes, desplazados 

internos, comunidades afectadas por conflictos y personas con 

discapacidad, para evaluar la brecha educativa y de oportunidades. Esto 
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se logró mediante la creación de un Consejo Asesor sobre 

Vulnerabilidades, integrado por los socios y las partes interesadas, que 

ayudó a identificar la estrategia de participación adecuada. El Consejo 

Asesor sobre Cuestiones de Género incluyó la evaluación de género, 

que contó con el apoyo de dicho Consejo. 

El análisis consideró (i) la ampliación de la participación de los 

beneficiarios, (ii) la brecha educativa que se debe cubrir con módulos 

específicos, (iii) el desarrollo profesional y de los aprendices, (iv) la 

inclusión laboral, (v) la discriminación y (vi) la resolución y gestión de 

conflictos. 

En segundo lugar, el informe analiza el estado actual del apoyo a los 

grupos vulnerables en términos de políticas, la sensibilización de los 

actores económicos y los incentivos existentes para las buenas prácticas 

en educación e inclusión laboral. Se consideraron las prioridades 

nacionales en materia de actividades de apoyo a los grupos vulnerables. 

El análisis servirá de base para multiplicar los resultados en términos de 

apoyo nacional (gubernamental) a la aplicación de estrategias de 

atención a grupos emprendedores y vulnerables en los Polos de 

Integración, con el fin de informar al sector privado sobre las mejores 

prácticas, el apoyo continuo y los incentivos a aplicar a sus respectivos 

negocios. 
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1 Lista De Abreviaturas 

Abreviatura Significado 

CRR Costa Rica Regenerativa 

ETC Entidades Territoriales Certificadas 

FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

IDPs / PDI Internal Displaced People / Personas Desplazadas Internamente 

INAMU Instituto Nacional de las Mujeres (Costa Rica) 

INEC Instituto Nacional de Estadística y Censos (Costa Rica) 

LP Línea de Pobreza 

MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (Costa Rica) 

NEET Not in Education, Employment or Training (Ni estudia ni trabaja) 

OIT Organización Internacional del Trabajo 

PDET Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 

PND Plan Nacional de Desarrollo 
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Abreviatura Significado 

PNUD / UNDP Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

RSE Responsabilidad Social Empresarial 

SCALL Sistema de Captación y Almacenamiento de Agua de Lluvia 

SENA Servicio Nacional de Aprendizaje (Colombia) 

SISE Sistema de Información del Servicio Público de Empleo 

SUREST Sustainable Rural Education Strategy 

UARIV Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

UNICEF Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 

 

2 Glosario  

Autoempleo 

Modalidad de inserción laboral en la que una persona genera 

sus propios ingresos mediante actividades productivas 

independientes, individuales o colectivas. 

Brecha educativa 

Diferencia en el acceso, permanencia y calidad de la educación 

entre grupos poblacionales, generalmente asociada a factores 

socioeconómicos, territoriales o culturales. 

Empleo inclusivo 

Integración de poblaciones vulnerables al mercado laboral en 

condiciones dignas, equitativas y sin discriminación, mediante 

empleo formal o esquemas sostenibles de autoempleo. 

Grupos vulnerables 

Poblaciones que enfrentan mayores barreras estructurales para 

acceder a educación, empleo y servicios básicos, como jóvenes 

rurales, mujeres, pueblos indígenas, afrodescendientes, 

migrantes, personas desplazadas y personas con discapacidad. 
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Inclusión laboral 

Proceso mediante el cual se eliminan barreras sociales, 

económicas y culturales que limitan el acceso y la permanencia 

de personas en el mercado laboral. 

Mercado laboral 

informal 

Segmento del mercado laboral caracterizado por empleos sin 

contrato formal, sin protección social ni estabilidad laboral. 

Movilidad social 

Capacidad de las personas o grupos para mejorar su situación 

socioeconómica a lo largo del tiempo, frecuentemente asociada 

al acceso a educación y empleo de calidad. 

Post-conflicto 

Etapa posterior a un conflicto armado en la que se implementan 

acciones de reparación, reconciliación, reintegración social y 

reconstrucción económica. 

Responsabilidad Social 

Empresarial (RSE) 

Conjunto de prácticas mediante las cuales las empresas 

contribuyen voluntariamente al desarrollo social, económico y 

ambiental sostenible. 

Vulnerabilidad 

Condición social producida por contextos económicos, políticos 

y ambientales que limitan el ejercicio pleno de derechos, y no 

una característica inherente de las personas. 

 

3 Resumen Ejecutivo 

Este informe analiza la estrategia de involucramiento diseñada por el proyecto SUREST 

(Sustainable Rural Education Strategy) para incluir y evaluar a grupos vulnerables en 

contextos rurales y post-conflicto en Colombia y Costa Rica, con especial énfasis en las 

brechas educativas y de inserción laboral. 

El estudio identifica que la vulnerabilidad no es una condición intrínseca de las personas, 

sino el resultado de entornos estructuralmente excluyentes caracterizados por pobreza, 

violencia, desigualdad territorial, baja calidad educativa y mercados laborales altamente 
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informales. Entre los grupos analizados se encuentran jóvenes y mujeres rurales, 

poblaciones afrodescendientes e indígenas, migrantes, personas desplazadas por el 

conflicto armado y personas con discapacidad. 

El informe evidencia barreras educativas significativas, como abandono escolar temprano, 

baja cobertura de educación técnica y superior, deficiencias en infraestructura, brecha 

digital y escasa alineación entre la oferta educativa y las necesidades reales del mercado 

laboral. Estas limitaciones restringen severamente la movilidad social y perpetúan ciclos de 

pobreza. 

Desde la perspectiva laboral, los grupos vulnerables enfrentan altas tasas de desempleo, 

informalidad y discriminación, con especial afectación a mujeres, jóvenes rurales y 

migrantes. La falta de redes de contacto, la estigmatización, la insuficiente capacitación 

técnica y los prejuicios empresariales limitan el acceso a empleos dignos y estables. 

Frente a este panorama, el documento propone una estrategia integral de inclusión, basada 

en: 

• La ampliación de la participación de beneficiarios mediante becas, cursos gratuitos y 

procesos de formación territorializados. 

• El diseño de módulos educativos específicos para cerrar brechas en competencias 

básicas, técnicas y habilidades blandas. 

• La promoción del autoempleo, la asociatividad y el emprendimiento local. 

• La articulación con políticas públicas nacionales y locales, así como con iniciativas 

de Responsabilidad Social Empresarial. 
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Asimismo, el informe destaca el rol clave del sector privado y de las políticas públicas en la 

construcción de paz, la generación de empleo inclusivo y el desarrollo sostenible, 

especialmente en territorios afectados por el conflicto armado y el cambio climático. 

En conclusión, la estrategia SUREST ofrece un enfoque sistémico y replicable que vincula 

educación, empleabilidad y desarrollo territorial, contribuyendo a la inclusión social y 

económica de poblaciones vulnerables y al fortalecimiento del tejido social en contextos 

rurales y post-conflicto. 

 

4 Introduciòn 

La naturaleza impredecible de los eventos del cambio climático a menudo presenta a 

comunidades vulnerables, como agricultores, pescadores y grupos indígenas, desafíos que 

amenazan la estabilidad económica de sus hogares, pueblos e incluso de sus economías 

nacionales. Esto puede ser especialmente cierto si el país en cuestión depende del turismo o 

la agricultura como fuente principal de ingresos1. 

Esta sección se centra en el contexto en el que viven las comunidades vulnerables de 

SUREST y las estrategias para superar las barreras que inhiben su inclusión en la educación 

y el mercado laboral. La educación es el principal activo para disfrutar de la integración en la 

sociedad y acceder plenamente a las oportunidades que ofrece el mercado laboral. La 

 
1 Roshnie A. Doon (2023), The Impact of Climate Change on Vulnerable Populations, pp. 1-4, Debra D. Joseph 

and Roshnie A. Doon (Eds.), ISBN 978-3-0365-5503-4 
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inclusión laboral - definida como la integración de individuos en el mercado laboral a través 

de empleo formal y estable o esquemas de autoempleo - está profundamente conectada con 

el logro educativo y es uno de los mecanismos que permiten a las poblaciones vulnerables 

alcanzar niveles significativos de movilidad social. Por otro lado, la exclusión laboral muestra 

brechas en la entrada y en la permanencia  en el mercado laboral debido a varias barreras, 

obstaculizando la generación de ingresos, la sostenibilidad, el ahorro y, la realización de un 

proyecto de vida. 

Para diseñar con éxito una estrategia de inclusión, es importante comprender - desde una 

perspectiva sistémica - las barreras que impiden que las poblaciones vulnerables ingresen 

exitosamente al mercado laboral e identificar las rutas, estrategias y metodologías necesarias 

para asegurar su inclusión laboral, así como involucrar a los actores locales que pueden 

apoyar las acciones de inclusión laboral. 

Al hablar de empleo inclusivo, este informe considera las barreras que impiden a las 

poblaciones vulnerables acceder a un empleo digno, tales como la falta de acceso a servicios 

de capacitación, la falta de apropiación de habilidades básicas, la ausencia de esquemas 

integrales de orientación socio-ocupacional, la existencia de procesos de selección 

excluyentes y las barreras sociales y actitudinales basadas en prejuicios sobre las 

capacidades laborales de la población vulnerable. 
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5 Estado Del Arte, Contextos Nacional Y Local De Grupos Meta Vulnerables En 

Colombia Y Costa Rica 

5.1 Marco conceptual 

Los individuos vulnerables enfrentan más barreras para ingresar o permanecer en el mercado 

laboral formal en ciertos contextos. Por lo tanto, la vulnerabilidad no es una característica 

inherente en las personas, sino que se materializa debido a su condición particular y a las 

situaciones que ocurren en entornos excluyentes. 

Subsecuentemente, la estrategia de inclusión de SUREST está diseñada para disminuir o 

eliminar (i) los obstáculos que surgen en la transición efectiva de individuos o empresas hacia 

la inclusión laboral o (ii) fomentar el correcto funcionamiento de los actores en el sistema de 

empleo inclusivo. 

En este contexto, fortalecer las habilidades educativas, la educación orientada al trabajo 

(formación profesional) y la integración entre las necesidades del mercado laboral y los 

grupos vulnerables adquiere una importancia estratégica. No obstante, es importante 

destacar la necesidad de lograr una condición de empleo estable y digno, mejorar la condición 

de vida a largo plazo y proporcionar estabilidad para los grupos objetivo y sus familias. 

La estrategia de SUREST identifica los elementos necesarios para que los grupos vulnerables 

aumenten sus factores de empleabilidad - mediante el análisis de las necesidades del 

mercado privado - así como para organizar esquemas de autoempleo que fomenten 

soluciones locales para la generación sostenible de ingresos. Tanto las estrategias de 
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inclusión individuales como empresariales deben identificar las diversas rutas de servicios 

existentes en los diferentes territorios y destacadas por las mejores prácticas, incluyendo 

soluciones específicas para los grupos objetivo y la variedad de ofertas de servicios. 

Las barreras comunes en la educación para los grupos vulnerables están representadas por 

niveles insuficientes de desarrollo en logros educativos previos, información incompleta o 

errónea sobre oportunidades educativas posteriores, abandono escolar temprano y ofertas 

educativas de baja o insuficiente calidad. Más específicamente, la educación orientada al 

trabajo a menudo carece de mecanismos de compensación para superar niveles insuficientes 

de desarrollo en la educación básica y secundaria previa, conceptos erróneos sobre los 

requisitos de entrada, información incompleta o ausente sobre las ofertas educativas 

existentes, ofertas educativas insuficientes o irrelevantes en comparación con las 

necesidades del mercado laboral, y falta de recursos para la inscripción y el mantenimiento. 

Al buscar la inserción laboral, las barreras para los grupos vulnerables a menudo incluyen 

preparación previa insuficiente o presentaciones centradas en el trabajo, información 

incompleta o errónea sobre los requisitos de entrada, ausencia de información sobre ofertas 

intermediarias, red de contactos insuficiente o insuficiencia de vacantes. 

Por otro lado, considerando la actitud de las empresas privadas hacia la contratación de 

grupos vulnerables, las barreras a menudo incluyen una preparación previa insuficiente para 

gestionar las necesidades del grupo objetivo, falta de información sobre cómo aplicar a los 

esquemas de apoyo y prejuicios sobre el rendimiento laboral. 
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5.1.1 Colombia 

 

Según el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, el acceso, la calidad y la relevancia de 

la educación en todos los niveles limitan significativamente las oportunidades de movilidad 

educativa y social. En 2021, entre los niños que ingresan al preescolar, solo el 30% finalmente 

se graduará en la escuela secundaria, y apenas el 20% seguirá una educación superior. La 

falta de condiciones favorables impide que los individuos y las comunidades logren seguridad 

e independencia económica a través de actividades económicas. En 2021, el 69,7% de los 

5,7 millones de microempresas pertenecían a individuos vulnerables o pobres, y casi la mitad 

de estos negocios operan desde hace más de diez años. Además, el 37,9% de estas 

microempresas se establecieron por necesidad debido a la ausencia de otras alternativas de 

ingreso. Entre estos microempresarios, el 47,4% de los hogares empobrecidos reportaron 

una falta de oportunidades de empleo debido a la insuficiente experiencia, educación o 

capacitación. Además, el 95,8% de estos propietarios no tienen cobertura integral en el 

sistema de seguridad social y el 63,7% son jefes de sus hogares. 

Las nuevas dinámicas asociadas con economías ilegales y la reorganización de grupos y 

pandillas criminales generan nuevos escenarios de riesgo para diferentes categorías 

sociales. En este contexto, los grupos sociales más vulnerables presentes en el territorio son 

la población indígena, la población afrodescendiente, la población campesina, niños, niñas, 

jóvenes y adolescentes, la población LGBTQ, las víctimas del conflicto y líderes sociales, 

representantes de Juntas de Acción Comunal y la población migrante venezolana. Estos 
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riesgos de emergencia también socavan la inclusión educativa y laboral, afectando tanto las 

actitudes psicológicas como las oportunidades materiales, al limitar implícitamente las 

opciones personales. 

 

5.1.2 Costa Rica 

Según el Estado de la Nación (2023), "la desconexión entre el crecimiento económico y el 

bienestar aumenta la desigualdad y expande las vulnerabilidades dentro de la población". Las 

poblaciones vulnerables, en particular, sufren de desempleo, violencia, exclusión educativa y 

discriminación, y la efectividad de los programas y políticas públicas para contrarrestar estos 

problemas a menudo es insuficiente. En consecuencia, la pobreza persiste y "las brechas de 

desigualdad son más pronunciadas entre los grupos históricamente excluidos del 'tren del 

desarrollo'" (UNICEF, 2017). 

Esta población vulnerable incluye comunidades indígenas, afrodescendientes, familias 

migrantes y refugiadas, familias en situación de pobreza, personas con discapacidad, 

aquellos que viven en áreas con alta violencia e inseguridad, y niños y adolescentes sin una 

familia que proteja y garantice sus derechos (UNICEF, 2017). Además, las mujeres, los 

ancianos, la comunidad LGBTIQ, las poblaciones rurales y periurbanas, entre otros, también 

caen en esta categoría (PNUD, 2017). 

A pesar de las limitaciones en la información disponible, se pueden identificar desigualdades 

en el acceso a servicios y la garantía de derechos para estos grupos. Estas disparidades, en 

comparación con los promedios nacionales, requieren enfoques y acciones específicas para 
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facilitar el acceso a oportunidades y promover su plena participación en los procesos de 

desarrollo, especialmente en áreas subdesarrolladas y en regiones fronterizas, costeras y 

rurales (Naciones Unidas, 2023). 

Además, el creciente impacto y los desastres resultantes del cambio climático perjudican 

desproporcionadamente a estas poblaciones debido a múltiples factores, como 

"vulnerabilidad socioeconómica, falta de información, estatus migratorio, limitaciones físicas 

para la movilidad antes, durante y después de un desastre, entre muchos otros" (Méndez, 

2017). 

La pobreza es uno de los principales factores que exacerban la vulnerabilidad en el país. 

Según el Estado de la Nación (2023), en 2022, el 13,3% de los hogares estaban en un estado 

de vulnerabilidad, con ingresos per cápita por encima de la línea de pobreza (LP) pero por 

debajo de 1,4 veces la LP. Esta proporción es una de las más altas desde 2010, solo superada 

por 2020. En términos de número de hogares, esto equivale a 230.000, la cifra más alta desde 

2010. Por área de residencia, la pobreza disminuyó en áreas rurales (de 28,3% en 2022 a 

26,4% en 2023) y se mantuvo estable en áreas urbanas (20,1%). Sin embargo, en términos 

de pobreza extrema, la única región que mostró cambios estadísticamente significativos fue 

la región Chorotega, donde aumentó del 7,9% en 2022 al 10,5% en 2023, convirtiéndose en 

el área con la mayor pobreza extrema en el país. 

De manera similar, en cuanto a ingresos, la región Chorotega es la más desigual del país, 

alcanzando un coeficiente de Gini de 0,511 en 2023, según la Encuesta Nacional de Hogares 

(INEC, 2023). 
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En Costa Rica, el 18,2% de la población mayor de 18 años tiene una discapacidad. En el 

país, el 7,8% de la población se identifica como afrodescendiente, y dentro de esta 

comunidad, el 34,1% experimenta necesidades básicas insatisfechas. La población migrante 

representa el 10,5% del total, con un 91% de origen nicaragüense. Además, la población 

indígena constituye el 2,42% del país, y sus territorios cubren el 6,7% del territorio nacional. 

 

5.2 Necesidades del mercado laboral  

5.2.1 Jóvenes y mujeres rurales 

La condición económica de los jóvenes está severamente restringida por la falta de acceso a 

la educación superior, con una alta proporción de la población incapaz de continuar estudios 

avanzados. Esta brecha educativa limita su crecimiento profesional, atrapándolos en ciclos 

de pobreza y subempleo. La violencia agrava aún más esta situación, con jóvenes líderes 

enfrentando amenazas de muerte, persecución y acoso, lo que sofoca el activismo y la 

participación comunitaria. La atmósfera de miedo generalizada desalienta a los jóvenes a 

asumir roles de liderazgo, inhibiendo aún más el desarrollo local. 

La integración de los jóvenes y las mujeres rurales en el mercado laboral enfrenta numerosos 

obstáculos. Los jóvenes encuentran barreras significativas debido a la insuficiente 

preparación previa, la falta de información sobre oportunidades laborales y una red limitada 

de contactos. Estos desafíos se ven agravados por la estigmatización asociada con su estatus 

rural y, a menudo, desplazado, lo que dificulta aún más sus perspectivas de empleo. En 

Colombia y Costa Rica, la tasa de desempleo de los jóvenes rurales es significativamente 
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más alta que el promedio nacional. Muchos jóvenes están empleados en puestos temporales 

o a tiempo parcial sin cobertura de seguridad social ni beneficios como vacaciones pagadas 

o licencia por enfermedad. Las mujeres rurales enfrentan aún mayores barreras, a pesar de 

tener perfiles educativos mejores que los hombres, lo que lleva a niveles de ingresos más 

bajos y tasas más altas de desempleo y no participación en el mercado laboral. 

La interacción de estos factores crea una red compleja de desafíos que perpetúan la pobreza 

y limitan las oportunidades para los jóvenes y las mujeres rurales. La falta de acceso a una 

educación de calidad y la brecha digital obstaculizan su capacidad para adquirir las 

habilidades necesarias para un empleo estable. Los conflictos sociales y la violencia 

exacerban aún más estos desafíos, creando un ambiente de miedo e inestabilidad que 

desalienta la participación comunitaria y el liderazgo entre los jóvenes. 

Además, las dificultades económicas y la escasez de recursos tensan la armonía social, 

impidiendo los esfuerzos de colaboración para el desarrollo comunitario. El papel mínimo del 

estado en abordar estos problemas, junto con el apoyo insuficiente para los jóvenes y las 

mujeres rurales, los deja atrapados en un ciclo de pobreza con perspectivas limitadas de 

mejora. 

 

5.2.2 Afro-descendientes 

Las estimaciones oficiales sugieren que los afrocolombianos constituyen alrededor del 10% 

de la población de Colombia, aunque las estimaciones de la ONU son más altas, 

aproximadamente del 25%. Los afrocolombianos a menudo son invisibles en la formulación 
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de políticas nacionales debido a la falta de datos desagregados, lo que oscurece la magnitud 

de la desigualdad y la discriminación estructural. El Banco Mundial y el Gobierno de Colombia 

reconocen estas brechas de datos, que dificultan la formulación e implementación efectiva de 

políticas. Se concentran en gran medida en regiones como las costas del Pacífico y del 

Atlántico y en departamentos como Chocó, Magdalena, Bolívar y Sucre, lo que contribuye al 

aislamiento socioeconómico y a las desigualdades regionales. Los afrocolombianos enfrentan 

desafíos socioeconómicos significativos, incluyendo problemas de tenencia de tierras, 

desigualdad económica y discriminación sistémica, arraigados en políticas históricas y 

contemporáneas y en dinámicas sociopolíticas. Abordar estos desafíos es crucial para 

desarrollar políticas efectivas que mejoren su estatus socioeconómico. Los problemas de 

tenencia de tierras entre los afrocolombianos son significativos, con desafíos para reivindicar 

derechos territoriales. La Revisión Periódica del Consejo de Derechos Humanos de 2018 

sobre Colombia destacó la necesidad de proteger a los defensores de derechos humanos 

afrocolombianos e indígenas, especialmente a las mujeres, y garantizar sus derechos sobre 

la tierra. La revisión enfatizó la alineación de los planes de desarrollo con las consultas 

populares y los estándares internacionales para abordar las necesidades de estas 

comunidades. 

Las mujeres afrocolombianas enfrentan vulnerabilidades únicas debido a la discriminación 

interseccional basada en raza, género y estatus socioeconómico. El Consejo de Derechos 

Humanos enfatiza la protección de estas mujeres y la garantía de su inclusión en el acuerdo 

de paz colombiano de 2016, abordando sus necesidades y derechos específicos. La Revisión 
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Periódica del Consejo recomienda medidas para proteger a las comunidades 

afrocolombianas, incluyendo la salvaguardia de los defensores de derechos humanos, 

enfocándose en sus necesidades en la implementación del acuerdo de paz y eliminando la 

discriminación. Asegurar que los planes de desarrollo se alineen con las consultas populares 

y los estándares internacionales es crucial para abordar estos problemas de manera efectiva. 

La población afrodescendiente de Costa Rica es reconocida como un pueblo tribal bajo el 

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales, así como otros instrumentos internacionales de derechos humanos. Hoy en día, más 

afrodescendientes viven en San José que en la región del Caribe, aunque esta última sigue 

siendo celebrada por su cultura afrodescendiente, particularmente su música y gastronomía. 

A menudo, la desigualdad social y las oportunidades limitadas afectan a los 

afrodescendientes, con situaciones de vida agravadas por altos niveles de violencia, servicios 

públicos inadecuados y una gestión deficiente de los desechos. Las mujeres 

afrodescendientes son particularmente vulnerables, enfrentando una violencia significativa. 

Entre 2016 y 2020, el 41% de los casos reportados de violencia sexual involucraron a mujeres 

afrodescendientes. 

Las tasas de empleo muestran que el 54,4% de los afrodescendientes en Costa Rica tienen 

trabajo remunerado, con una brecha de género significativa: el 35,6% de las mujeres frente 

al 72% de los hombres (INAMU, 2024). La mayoría de los trabajos de los afro-costarricenses 

son de baja calidad y mal remunerados, con solo el 5,5% de los hombres en puestos 

profesionales o científicos y el 57,3% en trabajos poco calificados o no calificados. Además, 
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solo el 6% de los afrodescendientes trabajan como emprendedores o empleadores (PNUD, 

2017). 

El acceso a Internet es menor entre los afrodescendientes, con un 39% usando esta 

tecnología en comparación con el 45% de la población total. Mejorar las condiciones requiere 

el desarrollo de infraestructura y estrategias sociales que promuevan el emprendimiento entre 

los jóvenes afrodescendientes, abordando la falta de una cultura emprendedora y una 

educación enfocada en la integración productiva (PNUD, 2017). 

 

5.2.3 Poblaciòn indígena 

Colombia, conocida por su diversidad étnica, alberga a 90 diferentes grupos indígenas. El 

Censo de 2018 registró 1.905.617 individuos en la población indígena colombiana, 

pertenecientes a 115 pueblos nativos diferentes. Aproximadamente el 58,3% de esta 

población reside en 717 resguardos de propiedad colectiva. A pesar de su rico patrimonio 

cultural, muchas comunidades indígenas enfrentan amenazas significativas debido al 

conflicto armado continuo y el desplazamiento. La Corte Constitucional de Colombia ha 

advertido que hasta un tercio de estos grupos están en riesgo de desaparecer debido a estos 

desafíos. 

El desplazamiento forzado, impulsado por la ocupación y explotación de tierras, ha hecho que 

las comunidades indígenas sean particularmente vulnerables. Estos territorios a menudo 

contienen recursos valiosos como biocombustibles, petróleo y coca, o están estratégicamente 

ubicados cerca de fronteras. Los analistas atribuyen gran parte de la violencia a un vacío de 
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poder tras la implementación fallida del acuerdo de paz de 2016 entre el estado colombiano 

y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). En regiones como Cauca, las 

poblaciones indígenas han resistido activamente la incursión de grupos armados, lo que los 

convierte en objetivos de estos grupos que buscan controlar rutas de tráfico y otras 

economías ilícitas. Esta violencia retaliatoria contra las autoridades indígenas presenta un 

obstáculo significativo para la promesa del presidente Gustavo Petro de lograr la "paz total", 

que implica negociaciones con grupos armados. 

 

5.2.4 Desplazados internos  (IDPs) 

En Colombia, la integración de las víctimas del conflicto armado en el mercado laboral revela 

desafíos y disparidades significativas, exacerbadas por desigualdades sistémicas y barreras 

socioeconómicas. Según la Red Nacional de Información de la Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), al 31 de marzo de 2023, 9.472.019 individuos 

son reconocidos como víctimas del conflicto armado, y un total de 829.933 buscadores de 

empleo identificados como víctimas fueron registrados entre el 1 de mayo de 2013 y el 31 de 

mayo de 2022 en el Sistema de Información del Servicio Público de Empleo (SISE). 

Las aspiraciones salariales de los buscadores de empleo generalmente se sitúan en el rango 

de uno a dos salarios mínimos mensuales legales vigentes, con muchos optando por salarios 

"a convenir." Los intereses laborales en 2022 incluyeron posiciones adecuadas para el sector 

turístico, como asesores comerciales, asistentes de servicios generales, asistentes de 
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limpieza, asistentes administrativos, asistentes de servicio al cliente y meseros, con el mayor 

interés en la categoría de "otros cargos," que carece de un reporte específico. 

En términos de colocaciones laborales, el 15,1% de las 415.591 colocaciones reportadas en 

2022 fueron víctimas del conflicto armado, con una tasa de empleo más alta entre hombres 

(58,5%) en comparación con mujeres (41,5%). La mayoría de las colocaciones fueron en 

educación secundaria, seguida de formación técnico-laboral y niveles educativos más bajos, 

lo que indica una prevalencia de vacantes de baja calificación. La distribución del empleo 

también mostró una proporción significativa de buscadores de empleo colocados en 

posiciones que no requerían experiencia laboral previa o menos de un año de experiencia. 

En cuanto a los niveles salariales, el 59% de las vacantes ofrecieron el salario mínimo de 

2022 o menos, con una proporción significativa de condiciones contractuales a tiempo parcial 

e informales. Los principales sectores económicos que emplearon a víctimas del conflicto 

incluyeron la agricultura, las obras de ingeniería civil y las actividades de apoyo a la minería, 

lo que destaca la necesidad de oportunidades de empleo más amplias. 

La baja calidad del empleo, la alta informalidad y las condiciones laborales precarias en 

regiones como Magdalena y Santander exacerban la pobreza y el desempleo, especialmente 

entre jóvenes y mujeres. En Magdalena, el 66,5% de la población empleada trabajó de 

manera informal en 2022, y el desempleo juvenil se situó en el 20,4%. En Santander, la tasa 

de desempleo fue del 10,7% en 2022, con una notable diferencia entre las tasas de 

desempleo masculino (9%) y femenino (13%), especialmente en áreas rurales. 
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Los desafíos incluyen la discriminación de género, las oportunidades laborales limitadas y la 

alta informalidad, con la mayoría del empleo rural siendo no asalariado. Los sectores de la 

agricultura y la construcción dominan el empleo para las víctimas del conflicto, subrayando la 

necesidad de políticas para ampliar las oportunidades de empleabilidad. Mejorar la 

capacitación laboral, proporcionar pasantías pagadas, promover la formación en habilidades 

sociales y garantizar la contratación basada en méritos son pasos críticos para mejorar el 

acceso al empleo. Además, fomentar la colaboración del sector privado e implementar 

políticas públicas específicas para jóvenes rurales y migrantes pueden ayudar a abordar estas 

barreras laborales y promover un crecimiento económico sostenible. 

 

5.2.5 Migrantes 

Durante los últimos ocho años, el deterioro de la situación en Venezuela ha desencadenado 

una de las mayores crisis de desplazamiento a nivel mundial, con Colombia albergando cerca 

de 3 millones de venezolanos hasta octubre de 2022. A pesar de las políticas de bienvenida 

iniciales de Colombia, los recientes cambios gubernamentales y la disminución del apoyo 

internacional han exacerbado los desafíos que enfrentan los migrantes venezolanos. En 

términos de inclusión económica, muchos venezolanos enfrentan dificultades para obtener 

documentación y estatus legal, lo que lleva a un empleo informal prevalente. La mayoría de 

los migrantes venezolanos trabajan en el sector informal, donde son vulnerables a la 

explotación y el abuso. Además, problemas como la discriminación, los desafíos para validar 

credenciales y encontrar empleo formal afectan particularmente a las mujeres y jóvenes 



24 
 

T3.5. Análisis de la estrategia de participación para incluir y evaluar a los grupos 
vulnerables, la situación posconflicto en Colombia y los problemas educativos y 
profesionales relacionados. 

venezolanos. La falta de oportunidades laborales formales y el aumento del costo de vida 

complican aún más su capacidad para lograr la estabilidad económica. 

Para continuar mejorando la integración de los migrantes venezolanos, es esencial abordar 

tanto los desafíos educativos como del mercado laboral. El enfoque de las políticas 

educativas en Colombia se está esforzando para garantizar un aprendizaje de alta calidad a 

lo largo de la trayectoria educativa, incluida la educación terciaria. Este cambio requiere 

abordar las barreras administrativas para la graduación de los refugiados y mejorar la 

comunicación a nivel local sobre las implicaciones políticas. 

Según Refugees International (2023), el apoyo a la educación y la inclusión laboral para los 

migrantes venezolanos puede promoverse mediante medidas específicas. Las brechas de 

recursos humanos pueden mitigarse contratando a maestros venezolanos para apoyar a los 

educadores colombianos. Además, proporcionar apoyo psicosocial junto con los requisitos 

administrativos puede reducir la carga sobre los maestros y directores. Directrices claras 

sobre la ubicación de grado y las expectativas académicas, junto con programas de 

protección social ampliados, pueden aliviar las presiones económicas sobre las familias y 

mejorar la retención y moral de los estudiantes. Además, la financiación a nivel nacional debe 

priorizarse para las entidades territoriales certificadas (ETC) en función del porcentaje de 

niños migrantes y refugiados. La reestructuración temporal de la distribución de fondos a 

áreas con mayores necesidades puede aliviar las presiones de financiación a nivel local. El 

seguimiento detallado y la presentación de informes transparentes sobre los gastos 
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educativos vinculados a intervenciones específicas pueden guiar la reasignación rentable de 

recursos. 

La dinámica migratoria y de refugiados en Costa Rica subraya la compleja interacción entre 

la inestabilidad política en países vecinos y el panorama socioeconómico de Costa Rica. 

Costa Rica ha sido históricamente un destino para individuos que buscan protección 

internacional y migrantes. Sin embargo, en los últimos años se ha visto un aumento 

significativo en estos flujos, posicionando a Costa Rica como el país centroamericano con el 

mayor número de solicitudes de asilo. Este aumento es impulsado predominantemente por 

ciudadanos nicaragüenses que huyen de la inestabilidad política en su país de origen. En 

consecuencia, la inmigración en Costa Rica es la más alta de América Latina, constituyendo 

más del 10,5% de su población (Naciones Unidas, 2023). La posición geográfica de Costa 

Rica como región de tránsito hacia América del Norte intensifica aún más estas dinámicas, 

con migrantes que llegan tanto del norte (Nicaragua) como del sur. 

Este aumento de la migración ha demandado servicios y respuestas inmediatas de las 

comunidades de tránsito. A pesar del reconocimiento del gobierno costarricense de las 

contribuciones de los migrantes a la economía, recientemente ha emitido un llamado 

internacional para fortalecer la cooperación estatal para apoyar a las comunidades 

anfitrionas, reforzar la cohesión social, facilitar el acceso a los derechos económicos, sociales 

y culturales, y promover una migración segura, ordenada y humana (Naciones Unidas, 2023). 

Los migrantes enfrentan desafíos significativos que dificultan su acceso a los derechos 
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humanos, siendo el estatus migratorio un determinante de desigualdad, exclusión y 

vulnerabilidad (Hernández, 2022). 

Cualquier aumento en los flujos mixtos de refugiados y migrantes podría desencadenar una 

nueva crisis, intensificando la presión sobre los servicios públicos, aumentando la necesidad 

de financiación para garantizar sus derechos y exacerbando las expresiones de xenofobia y 

discriminación (Naciones Unidas, 2023). Los largos períodos requeridos para legalizar el 

estatus migratorio, debido a la limitada digitalización de los procesos administrativos, 

amplifican aún más la vulnerabilidad de estas personas, promoviendo la informalidad. 

Fortalecer las capacidades institucionales tanto a nivel central como local, junto con 

sensibilizar a las comunidades anfitrionas, es crucial para proteger a las poblaciones 

migrantes y refugiadas (Naciones Unidas, 2023). 

Los migrantes enfrentan obstáculos adicionales para acceder al empleo formal o al 

autoempleo y otros derechos sociales y económicos, a menudo vinculando la migración con 

la pobreza. Esta situación se ve exacerbada por la limitada regulación del estado 

costarricense en asuntos laborales y migratorios, lo que produce exclusión social y coloca a 

los inmigrantes nicaragüenses en situaciones vulnerables, haciendo de estos factores 

determinantes de pobreza en sus hogares (Hernández, 2022). En las zonas rurales, la 

migración a menudo se asocia con la explotación y el no reconocimiento de los derechos 

laborales, generando tensiones dentro del mercado laboral local, especialmente en trabajos 

agrícolas. A veces, la inmigración se percibe como una competencia desleal hacia los 

trabajadores locales, dependiendo de los trabajos ocupados por los inmigrantes, aunque la 
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mayoría viene a trabajar como jornaleros agrícolas, posiciones que los costarricenses rara 

vez ocupan hoy en día (PEN, 2023). 

 

5.2.6 Poblaciòn con discapacidad 

Según el Censo nacional de población, el 4,1% de los colombianos viven con una 

discapacidad, siendo las mujeres el 54% y los hombres el 46% de esta población. Los datos 

también revelan que el 73% de las personas con discapacidad residen en áreas urbanas, con 

un promedio de escolaridad de 3,7 años, notablemente inferior a los 5,4 años entre sus pares 

sin discapacidad. Además, una proporción sustancial de personas con discapacidad son jefes 

de hogar, añadiendo una capa adicional de vulnerabilidad económica (DANE, 2018). Los 

hogares con miembros con discapacidad generalmente muestran niveles más bajos de 

educación entre los jefes de hogar en comparación con aquellos sin tales miembros. Además, 

estos hogares tienden a tener una mayor proporción de miembros ancianos y menos niños, 

lo que indica características demográficas únicas. Es importante destacar que los niños con 

discapacidades enfrentan barreras significativas para acceder a la educación, lo que resulta 

en menores tasas de asistencia escolar y acceso limitado a oportunidades futuras (Pinilla-

Roncancio, 2023). 

Las personas con discapacidad encuentran numerosos obstáculos para acceder a servicios 

básicos y oportunidades de empleo. Específicamente, las mujeres con discapacidad 

experimentan tasas desproporcionadamente altas de desempleo y exclusión del mercado 

laboral, exacerbando las disparidades económicas. Las tasas de pobreza multidimensional 
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son significativamente más altas entre los hogares con miembros discapacitados, reflejando 

desafíos sistémicos para lograr seguridad económica e inclusión social (DANE, 2022). 

 

Costa Rica, un país con una postura progresista en materia de bienestar social, enfrenta 

importantes desafíos para integrar a su población con discapacidades en la educación y el 

mercado laboral. Según la Encuesta Nacional de Discapacidad 2018 (Enadis), hay 670.640 

individuos mayores de 18 años con discapacidades, la mayoría de los cuales viven en áreas 

urbanas. Esta población enfrenta barreras multifacéticas que dificultan su participación plena 

en diversos aspectos de la vida, incluyendo la educación y el empleo. 

El 71,1% de las personas con discapacidad viven en áreas urbanas y el 28,3% en áreas 

rurales (UNDP, 2017). En total, hay 139.035 personas con una situación de discapacidad leve 

a moderada, mientras que 531.605 tienen una situación de discapacidad severa. De estas 

personas, el 51,8% son mujeres. "En este sentido, INAMU (2015) destaca que las mujeres 

con discapacidad están sujetas a una mayor discriminación, violencia y exclusión social, 

siendo víctimas de una doble discriminación debido a su discapacidad y su condición de 

género" (UNDP, 2017). 

Una parte significativa de los empleados ocupa puestos que requieren cualificaciones 

mínimas, a menudo en el sector informal. Esta situación laboral perpetúa la inestabilidad 

económica y limita la movilidad social. Para abordar estos problemas, es crucial mejorar los 

sistemas de apoyo educativo, incluyendo capacitación especializada e infraestructura 
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educativa accesible, para garantizar que las personas con discapacidad puedan adquirir las 

habilidades necesarias para empleos remunerativos. 

El sector terciario, particularmente los servicios, emplea a la mayoría de las personas con 

discapacidad, seguido por los sectores primario y secundario. La concentración en el sector 

terciario subraya la necesidad de políticas dirigidas que promuevan la inclusión en diversas 

áreas económicas. Además, la presencia significativa de trabajadores por cuenta propia 

destaca el potencial empresarial entre esta población, que requiere medidas de apoyo como 

acceso a capital, formación y mentoría. Según Enadis (2018), el 56,37% de la población con 

discapacidad está fuera de la fuerza laboral, mientras que el 3,80% está desempleada. Entre 

el 39,84% que está trabajando, el 50,18% tiene ocupaciones de habilidades medias y el 

23,51% tiene una ocupación no calificada. Es importante destacar que el 35,43% de las 

personas empleadas son trabajadores por cuenta propia, es decir, son independientes (INEC, 

2018). Por otro lado, entre las personas que trabajan, el 70,15% está en el sector terciario 

(servicios), el 18,07% en el sector primario y el 11,75% trabaja en el sector secundario 

(UNDP, 2017). 

 

5.3 Necesidades educativas 

Recientes estudios en Costa Rica y Colombia han resaltado que los factores determinantes 

en el acceso a la educación superior son: (i) el contexto socioeconómico y nivel educativo de 

los padres, que tienen un efecto determinante en los logros de los estudiantes; (ii) los recursos 

económicos limitados de la población; (iii) la baja calidad académica con la que los 
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estudiantes ingresan a los espacios universitarios; y (iv) el escaso interés de las universidades 

en abordar los aspectos sociales y motivacionales para la retención estudiantil. 

Uno de los principales problemas que enfrenta el sistema de educación superior son los altos 

índices de deserción académica en los programas de pregrado. A pesar de que los últimos 

años se han caracterizado por aumentos en la cobertura y la inscripción de nuevos 

estudiantes, el número de estudiantes que completan exitosamente sus estudios de 

educación superior no es alto, lo que indica que una gran parte de ellos abandonan sus 

estudios, principalmente en los primeros semestres. 

El sistema educativo enfrenta varios desafíos críticos que obstaculizan el desarrollo general 

y la accesibilidad a la educación para sus residentes. Estos problemas abarcan varios niveles 

del sistema educativo, desde la educación básica hasta la educación superior, y se ven 

exacerbados por problemas infraestructurales, económicos y sistémicos. 

En primer lugar, existe un acceso notablemente bajo a las instituciones educativas en todos 

los niveles: educación básica, secundaria y superior. Este acceso limitado se ve agravado por 

la infraestructura inadecuada de los centros educativos y las bibliotecas. Muchas 

instalaciones están mal equipadas y en mal estado, careciendo de los recursos necesarios 

para proporcionar un ambiente de aprendizaje propicio. Esta deficiencia infraestructural es 

una barrera significativa para ofrecer educación de calidad y satisfacer las necesidades de 

los estudiantes. 

La calidad de la educación en sí misma es otra preocupación importante. Existe un problema 

prevalente de bajos estándares educativos, que combinados con altas tasas de deserción 
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debido a restricciones económicas, impactan severamente los resultados de los estudiantes. 

Muchos estudiantes se ven obligados a abandonar sus estudios porque no pueden costear 

los gastos asociados, destacando la necesidad urgente de mecanismos de apoyo financiero. 

Además, la cobertura y disponibilidad de instituciones de educación técnica y superior son 

insuficientes. Esta oferta limitada restringe las oportunidades de los estudiantes para cursar 

estudios especializados y avanzados, afectando así sus perspectivas profesionales y el 

desarrollo de habilidades en la región. Los problemas de conectividad agravan aún más estos 

desafíos educativos, especialmente en el contexto de la educación virtual. El acceso 

deficiente a internet y la infraestructura tecnológica impiden que los estudiantes se involucren 

eficazmente en el aprendizaje en línea, lo cual se ha vuelto cada vez más crucial. 

Es urgente invertir en la construcción y mejora de la infraestructura educativa. Actualizar y 

ampliar las instalaciones ayudará a abordar algunas de las barreras físicas a la educación. 

Además, implementar cursos que promuevan habilidades psicosociales tanto dentro como 

fuera del entorno escolar puede mejorar el desarrollo general y el bienestar de los estudiantes. 

También existen medidas específicas que podrían aliviar las cargas financieras de los 

estudiantes. Por ejemplo, ofrecer matrícula gratuita para cursos técnicos y tecnológicos a 

estudiantes de estratos socioeconómicos bajos puede reducir significativamente las tasas de 

deserción y hacer la educación más accesible. En Colombia, expandir la cobertura y las 

ofertas del Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) es otro paso vital para proporcionar más 

oportunidades para el desarrollo de habilidades y la formación profesional. 
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Asegurar el acceso equitativo a la educación mediante enfoques diferenciales para becas e 

integrando principios de educación transversal es fundamental para fomentar un ambiente 

educativo inclusivo. Los cursos preuniversitarios respaldados por el gobierno pueden ayudar 

a nivelar el campo de juego al cerrar las brechas de conocimiento y preparar a los estudiantes 

de manera más efectiva para la educación superior. 

Dado el potencial turístico de la región, es crucial promover el aprendizaje de un segundo 

idioma. Este enfoque puede mejorar la empleabilidad y las perspectivas económicas para los 

estudiantes. Además, los programas centrados en la investigación pueden generar nuevos 

conocimientos y mejorar las habilidades de los estudiantes, contribuyendo al desarrollo 

general de la región. 

Finalmente, es imperativo adaptar las instituciones educativas para cumplir con las medidas 

de bioseguridad, garantizando un entorno de aprendizaje seguro, especialmente en medio de 

crisis sanitarias. Abordar estos desafíos educativos a través de estrategias integrales e 

inversiones dirigidas puede mejorar significativamente el panorama educativo, fomentando 

mejores resultados para los estudiantes y contribuyendo al desarrollo socioeconómico de la 

región. 

 

5.4 Buenas practicas 

Se han evaluado las mejores prácticas en educación e inclusión laboral para grupos 

vulnerables con el fin de diseñar una estrategia integral que pueda beneficiarse de 

experiencias pasadas y lograr el impacto esperado. En general, los programas o proyectos 
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exitosos cuentan con información de monitoreo y evaluación que les permite, por un lado, 

hacer un seguimiento del progreso y, por otro lado, mostrar resultados para la gestión de 

recursos. Dichos esquemas de monitoreo se han utilizado para evaluar las iniciativas y 

extrapolar los conceptos útiles. 

Participación en cursos: Las personas interesadas son informadas sobre los detalles de la 

capacitación y, especialmente, sobre los tipos de empleos a los que pueden acceder a través 

de esa formación. Es recomendable contar con mecanismos de responsabilidad compartida 

para garantizar que la persona esté completamente informada y se comprometa a asistir si 

es seleccionada; de hecho, en algunos casos, se firman cartas de compromiso. Esto tiene 

como objetivo influir en la asistencia, que se recomienda que sea alta (75%-80% de 

asistencia) para acceder a las certificaciones. 

Si bien cada proyecto o programa puede tener requisitos de entrada específicos o atender a 

un tipo específico de población, para lograr un proyecto exitoso es necesario aplicar 

herramientas que identifiquen la motivación de las personas para participar, contribuyendo 

así a una menor tasa de deserción. Se recomienda realizar entrevistas estructuradas para 

indagar sobre el conocimiento del programa o proyecto, la actitud de compromiso, la 

motivación, el interés y la disposición para involucrarse en el programa o proyecto, la visión 

futura y el deseo de superación personal. Para asegurar una mayor retención en los procesos 

de formación, y por lo tanto una mayor probabilidad de integración en el mercado laboral, es 

importante seleccionar a aquellas personas que demuestren un interés genuino en el 

proyecto. 
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Además, es recomendable que la preselección para cursos de formación personalizados se 

realice en conjunto con los empleadores. 

Instalaciones agradables: Los procesos de formación deben tener lugar en entornos 

amigables que fomenten la asistencia y el compromiso continuo con la capacitación, 

facilitando así el aprendizaje. En algunos casos, estos espacios son altamente valorados por 

las personas porque ofrecen mejores condiciones que su entorno, caracterizado por 

situaciones socioeconómicas complejas. Otro elemento crucial con respecto a los espacios 

es su accesibilidad y proximidad a las áreas residenciales de los participantes. 

Formación dual: En algunas metodologías analizadas, la formación se realiza a través de 

entornos de producción simulados o reales caracterizados por una mayor integración entre 

teoría y práctica, proporcionando formación profesional para la demanda real. Al tener esta 

oportunidad, los futuros empleados adquieren mejores habilidades para desempeñarse en 

sus trabajos. 

Típicamente, en estos casos, los centros de formación, en colaboración con el empleador, 

diseñan el currículo. Algunas empresas compensan financieramente a sus empleados que 

actúan como mentores de aprendices, de modo que si su productividad se ve afectada, sus 

ingresos no disminuyan. 

Apoyo: Se realiza un seguimiento durante la formación, identificando tanto situaciones 

académicas como no académicas de los grupos, así como dificultades específicas de las 

personas, con el propósito de generar estrategias para combatir el ausentismo y las tasas de 

deserción. Las iniciativas analizadas contaban con personal especializado, como psicólogos 
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y trabajadores sociales, que apoyaban a los participantes en sus requerimientos, algunos de 

los cuales exigían pequeñas acciones que impactan en la retención. Además, algunos 

programas contaban con monitores que proporcionaban apoyo continuo y personalizado con 

el objetivo de asegurar el cumplimiento y la calidad tanto en los procesos teóricos como 

prácticos de la formación, y que los participantes se adaptaran a los programas. 

Esto se refiere principalmente a verificar que los programas de formación se completen dentro 

de su duración efectiva, que se realicen las actividades y que estén disponibles los materiales 

y entornos requeridos. Los monitores o las personas que realizaban el seguimiento recibían 

información de la evaluación realizada por el psicólogo responsable sobre el desarrollo 

humano y de las evaluaciones de los profesores. Asimismo, se utilizaban registros de 

asistencia, evaluaciones de desempeño, entrevistas con técnicos y encuestas de 

caracterización como fuentes de información. Este apoyo también proporcionaba a las 

empresas la garantía sobre la calidad de los recursos humanos formados. 

Los programas o proyectos exitosos contaban con información de monitoreo y evaluación que 

les permitía, por un lado, hacer un seguimiento del progreso y, por otro lado, mostrar 

resultados para la gestión de recursos. Algunos programas inicialmente construyeron una 

línea de entrada que busca caracterizar a las personas basándose en encuestas, a través de 

las cuales es posible identificar situaciones económicas y sociales. Estas encuestas se 

volvieron a administrar cuando finalizó la fase de capacitación y, si es posible, dos años 

después de que comenzó la capacitación. 
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Interrelación con habilidades blandas: En los procesos de formación para competencias 

laborales específicas, siempre se desarrollan aún más las habilidades blandas, dirigiendo 

esfuerzos para asegurar que los procesos de formación sean integrales y que las personas 

en situaciones vulnerables sean capaces de cambiar su contexto a través de su liderazgo, 

habilidades de pensamiento crítico y autoestima. 

Inclusión de módulos de competencias básicas: Estos módulos tienen como objetivo 

principal nivelar a las personas en el lenguaje y las matemáticas como parte de su proceso 

de formación para facilitar su inserción en el mercado laboral. Generalmente, los participantes 

en las iniciativas pasan por estos módulos y son evaluados. Aquellos que no alcanzan los 

resultados esperados atraviesan un proceso de recuperación, y aquellos que no aprueban 

los exámenes no se consideran adecuados para ingresar al mercado laboral. 

Involucramiento del empleador en la formación: En algunos casos, las empresas 

participan en las iniciativas incluso antes de seleccionar a las personas. Esto se hace para 

capacitar a los instructores en temas de particular interés para la empresa para que puedan 

transmitir conocimientos a los estudiantes. Además, los empleadores visitan los lugares de 

formación para discutir las operaciones de sus respectivas empresas y temas generales 

relacionados con el ambiente laboral. 

Articulación con programas estatales para la inclusión laboral: Las iniciativas orientadas 

a la integración laboral de poblaciones vulnerables deben alinearse y coordinarse con 

entidades responsables de implementar políticas y programas en la misma dirección. Un 

ejemplo de estos programas es "Talentos para el Empleo" del Ministerio de Trabajo de 
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Colombia, a través del cual se han otorgado aproximadamente 13 mil becas a personas 

desempleadas y poblaciones vulnerables para acceder a cursos cortos y mejorar sus 

posibilidades de obtener empleos estables y bien remunerados. Este programa ofrece un 

subsidio de transporte de COP 222.000 por becario, que se proporciona al completar el 

proceso de formación. También ofrece la validación de bachillerato para décimo y/o undécimo 

grado, capacitación en finanzas, habilidades informáticas (Office básico e internet), y 

fortalecimiento de la alfabetización y matemáticas básicas. Otro ejemplo en este sentido es 

el programa "Transporte para el Empleo", que busca proporcionar una solución de movilidad 

para aquellos que, debido a la falta de recursos económicos y desempleo, no pueden costear 

el transporte a un centro de trabajo para embarcarse en una ruta de empleabilidad, completar 

procesos de selección laboral y mejorar sus condiciones de empleabilidad. El beneficio 

consiste en proporcionar una tarjeta cargada con dinero para ser utilizada en los sistemas de 

transporte masivo de Bogotá (COP 25.200), Cali (COP 2.400) y Medellín (COP 23.800). 

Existen diversos programas para cada tipo de población, algunos de los cuales especifican 

ajustes razonables diferenciados para diferentes tipos de población. En este aspecto, también 

hay programas privados que realizan la misma tarea de proporcionar directrices técnicas 

nacionales y mecanismos de apoyo para la implementación de ajustes razonables para 

poblaciones específicas. En Costa Rica, una buena práctica en la inserción laboral en el 

mercado implementada en Isla Caballo, Puntarenas, consistió en la implementación de un 

Sistema de Captación y Almacenamiento de Agua de Lluvia (SCALL) para proporcionar agua 

potable a la comunidad. Esta iniciativa surgió debido a la escasez de agua potable en la 
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región, especialmente durante la temporada seca, y los altos niveles de contaminación en los 

pozos tradicionales. 

El SCALL implementado en Isla Caballo implica la recolección, almacenamiento y purificación 

de agua de lluvia para uso doméstico. La implementación del SCALL en Isla Caballo ha 

generado beneficios como (i) acceso a agua potable segura, (ii) reducción de la dependencia 

de fuentes de agua contaminadas, (iii) promoción de la sostenibilidad y (iv) empoderamiento 

comunitario, mediante la participación activa en la implementación y gestión del SCALL, 

fortaleciendo su capacidad de autogestión. La implementación del SCALL en Isla Caballo ha 

proporcionado las siguientes lecciones aprendidas: 

La Importancia de la Participación Comunitaria: El éxito del proyecto depende en gran 

medida de la participación activa de la comunidad en todas las etapas del proceso. 

 

● La Necesidad de Capacitación y Asistencia Técnica: La comunidad requiere 

capacitación y asistencia técnica para la correcta operación y mantenimiento del 

SCALL 

● La Importancia de la Colaboración Interinstitucional: La colaboración entre diferentes 

instituciones es fundamental para el éxito de tales proyectos. 

● Para replicar esta buena práctica en otras comunidades que enfrentan problemas de 

escasez de agua potable y contaminación de fuentes de agua tradicionales, es 

necesario el apoyo de las autoridades locales, organizaciones no gubernamentales e 

instituciones académicas. 
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La agricultura regenerativa es uno de los pilares del Programa Costa Rica Regenerativa en 

la Universidad para la Cooperación Internacional. Este programa tiene como objetivo 

rejuvenecer los suelos degradados y empobrecidos mediante la eliminación de fertilizantes 

sintéticos y otros agroquímicos, al mismo tiempo que contribuye a la seguridad alimentaria 

(CRR, 2022). Sus iniciativas incluyen el desarrollo de huertos comunitarios regenerativos, 

donde además de la preparación del huerto y los insumos necesarios, se capacita a la 

comunidad en la importancia y uso racional del agua, la producción de fertilizantes orgánicos, 

organización comunal, modelos cooperativos y diversas técnicas regenerativas. Estas 

iniciativas también abrazan conceptos de regeneración que incluyen aspectos como el "buen 

vivir". 

Como parte de esta iniciativa, CRR apoyó a la Asociación de Mujeres en la comunidad de 

Playa Lagarto, Santa Cruz, Guanacaste, en 2020 mediante el establecimiento de un huerto 

comunitario. Desde entonces, han proporcionado capacitación continua, suministros y apoyo. 

Playa Lagarto es una pequeña comunidad de aproximadamente 150 personas ubicada a lo 

largo de la costa. Las principales actividades económicas incluyen trabajo doméstico no 

remunerado, pesca y empleos ocasionales. La comunidad se encuentra en una ruta de 

tránsito que la conecta con Marbella, una zona vecina con un importante desarrollo turístico, 

principalmente complejos residenciales de alto valor para extranjeros. A pesar de estas 

características, Playa Lagarto enfrenta un alto desempleo debido a la falta de oportunidades 
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locales. Además, la comunidad tiene niveles educativos bajos, con una parte significativa de 

la población que no ha completado la educación primaria. 

Más allá de la creación del huerto, CRR ha ayudado a la Asociación a actualizar su estatus 

legal y ha proporcionado capacitación en modelos organizativos comunitarios. En 2021, se 

celebró la primera mini-feria para la comercialización de productos orgánicos en Playa 

Lagarto, que incluyó diversas actividades culturales y deportivas. 

Un estudio realizado dentro de la comunidad reveló que el huerto regenerativo ha tenido un 

impacto positivo significativo en varios aspectos de la vida de sus miembros, incluidas 

mejoras en (i) educación y conocimientos, (ii) salud y bienestar mental, (iii) ingresos 

personales más altos, (iv) cohesión comunitaria y mejora de la organización, y finalmente (v) 

nuevas motivaciones y aspiraciones. 

El huerto regenerativo no solo ha mejorado las condiciones de vida individuales, sino que 

también ha fortalecido los lazos comunitarios, promoviendo un sentido de pertenencia y apoyo 

mutuo en Playa Lagarto. Como parte de sus esfuerzos para mejorar el proyecto, buscan 

formalizar y desarrollar un producto que pueda sostener económicamente el huerto. Además, 

buscan fortalecer prácticas relacionadas con la gestión de fondos, la comunicación grupal, la 

toma de decisiones en equipo y la planificación de actividades para visualizar opciones de 

ingresos estables que mejoren sus condiciones de vida (Zumbado y Céspedes, 2022). 
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6 Estrategia De Particpaciòn 

6.1 Ampliando la participación de los beneficiarios 

El proyecto planea implementar diversas estrategias para facilitar la inscripción de 

poblaciones vulnerables en las oportunidades ofrecidas por SUREST. Con el fin de promover 

la inscripción general, el proyecto proporcionará información sobre el proceso de solicitud e 

inscripción para cada programa educativo en el sitio web del proyecto. Dado que los nuevos 

programas y módulos aún están en desarrollo, esta información estará disponible a mediados 

del segundo año del proyecto. 

Para facilitar el apoyo financiero a los beneficiarios, los socios de SUREST buscarán 

diferentes estrategias para superar las barreras indicadas en las secciones anteriores, 

dependiendo de las situaciones contextuales específicas y de la capacidad de cada 

institución. 

En general, se tomarán medidas para identificar fuentes de financiamiento y proporcionar 

información sobre los procesos de solicitud. Este esfuerzo se centrará en: 1) brindar apoyo 

para solicitar becas existentes, 2) acciones para fomentar la creación de nuevas becas y 3) 

acciones para fomentar el apoyo para la RSE. 

Los participantes del Consejo Asesor están haciendo un esfuerzo por identificar 

oportunidades de financiamiento para crear nuevas becas específicas para la ruta educativa 

de SUREST. Estos esfuerzos se han centrado en la financiación dentro de las universidades 

asociadas y con empresas privadas interesadas en financiar la educación, apoyar a 

poblaciones vulnerables y/o el desarrollo de la agricultura sostenible y el turismo. 
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Una estrategia viable para la creación de nuevas becas de inclusión podría ser el acuerdo 

mutuo entre universidades y empresas locales de turismo. Esta estrategia también conduciría 

a colaboraciones valiosas entre la academia y el mercado laboral. Tales colaboraciones 

beneficiarían mutuamente a ambos sectores a través de becas financiadas privadamente y 

un aumento de la productividad mediante la creación de nuevas oportunidades locales. 

En los territorios, y específicamente para las comunidades objetivo, la estrategia puede prever 

el desarrollo de cursos técnicos cortos gratuitos para promover la formación de jóvenes y 

comunidades rurales con pocas posibilidades de desplazamiento y baja capacidad financiera. 

Se utilizarán estrategias de construcción participativa para llevar a cabo la formación: se 

realizan reuniones previas con líderes comunitarios para comprender cuáles son las 

necesidades territoriales de las comunidades seleccionadas, se elabora una lista de las 

deficiencias educativas que desean cubrir y los problemas que desean resolver. Además, los 

cursos se programarán y se impartirán en horarios que garanticen la mayor asistencia de los 

miembros de las comunidades (por ejemplo, fuera del horario laboral tradicional o en meses 

donde las actividades laborales se reducen, para que más personas puedan acceder a ellos). 

 

Los materiales didácticos estarán disponibles sin costo en línea y se compartirán a través de 

la página oficial del proyecto, así como en las páginas oficiales de los socios. Además, las 

publicaciones, videos informativos cortos, materiales e información educativa estarán 

disponibles en las redes sociales de los socios del proyecto. 
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Otra posibilidad es crear podcasts del proyecto para la población con discapacidad visual y 

el público en general, y difundirlos a través de la página del proyecto y las redes sociales. 

 

6.2 Módulos específicos para cubrir las brechas educativas 

Considerando los problemas evidenciados tanto por las diferentes características de los 

grupos vulnerables como por los contextos nacionales y locales, la estrategia de SUREST se 

llevará a cabo con iniciativas flexibles y adaptadas para cada situación específica. 

Brindar conocimientos a las mujeres rurales que, debido a sus responsabilidades laborales 

no remuneradas, no tienen los recursos ni el tiempo para estudiar, requiere estrategias 

educativas innovadoras y específicas. Diseñar módulos de formación adaptados a las 

necesidades de estos grupos organizados es esencial para responder a sus demandas más 

importantes. Estos módulos deben abordar tanto la educación básica como las habilidades 

técnicas y vocacionales que mejoren sus oportunidades laborales y empresariales. 

Por otro lado, promover la asociatividad en las comunidades rurales es fundamental para 

fortalecer sus medios de vida. Acompañar y apoyar sus emprendimientos puede facilitar la 

creación de valor agregado y la formalización y comercialización de sus productos, generando 

ingresos adicionales que mejoren la calidad de vida en estas comunidades. En el caso de 

trabajar con grupos indígenas, es crucial promover el rescate y la valorización de sus 

conocimientos ancestrales, integrándolos en programas educativos y productivos. 

Al trabajar con empresarios o empleadores, es importante incluir temas transversales como 

el enfoque de género, una remuneración decente para los productores y el respeto por los 
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derechos laborales. Estos temas son esenciales para fomentar un entorno laboral más 

equitativo y justo, promoviendo el desarrollo sostenible. 

Otro enfoque que puede generar valor agregado es la interacción entre estudiantes 

universitarios y las comunidades. Las actividades educativas no deben limitarse a las aulas. 

Extender estas actividades a los territorios seleccionados para trabajar con poblaciones 

vulnerables enriquece la experiencia educativa de los estudiantes y contribuye al desarrollo 

sostenible de estas comunidades. Este enfoque permite a los estudiantes aplicar 

conocimientos teóricos en contextos reales y complejos, promoviendo una comprensión más 

profunda y práctica del contenido aprendido en clase. Además, fomenta el desarrollo de 

habilidades transversales como la empatía, la adaptabilidad y la capacidad para resolver 

problemas en entornos diversos y desafiantes. 

 

La interacción con comunidades vulnerables fomenta un aprendizaje bidireccional. No solo 

los estudiantes aportan conocimientos y recursos a las comunidades, sino que también 

aprenden del conocimiento local, las tradiciones y costumbres de estas poblaciones. Este 

intercambio cultural y educativo es invaluable y contribuye a la formación de ciudadanos 

globales, conscientes y comprometidos con la diversidad y la equidad. Este tipo de interacción 

educativa beneficia no solo a los estudiantes y las comunidades, sino que también fortalece 

el tejido social y promueve un desarrollo más inclusivo y sostenible. 
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7 Políticas Y Estrategias De Apoyo  

7.1 Políticas nacionales y locales 

7.1.1 Colombia 

Al examinar la interacción entre iniciativas nacionales y locales, el análisis revela cómo las 

actividades de SUREST pueden ser respaldadas por estas políticas, contribuyendo 

colectivamente a un paisaje socioeconómico más inclusivo. El enfoque en la titulación de 

tierras, la generación de empleo, la equidad de género y el apoyo a las víctimas de violencia 

subraya un enfoque integral para abordar las necesidades de los grupos marginados. 

Colombia ha desarrollado una serie de políticas para apoyar la educación y la inclusión laboral 

de sus poblaciones vulnerables. Estas políticas abarcan múltiples sectores, incluido el 

desarrollo rural, la equidad de género, el emprendimiento y el apoyo a las víctimas de 

violencia. Las siguientes secciones sintetizan cómo estas políticas interactúan y contribuyen 

a una estrategia cohesiva para la inclusión socioeconómica. 

El "Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2022-2026" sienta las bases para que Colombia se 

convierta en líder en la protección de la vida a través de tres pilares principales: planificación 

territorial en torno al agua, transformación de estructuras productivas hacia economías 

sostenibles y sostenibilidad acompañada de equidad e inclusión. Este plan aborda 

específicamente los sectores rurales y agrícolas mediante la financiación de procesos de 

titulación de tierras y la provisión de proyectos productivos sostenibles para comunidades 

rurales, incluidas las comunidades afrocolombianas e indígenas. Esto respalda iniciativas 
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educativas al estabilizar la propiedad de la tierra y permitir el desarrollo comunitario a largo 

plazo (PND, 2022-2026). 

El "Fondo Mujer Libre y Productiva" se centra en cerrar las brechas económicas para las 

mujeres a través del apoyo financiero a proyectos que promueven la autonomía económica y 

el empoderamiento. Al facilitar emprendimientos empresariales y la formalización de 

negocios, este fondo apoya indirectamente los resultados educativos al asegurar que las 

mujeres tengan la estabilidad económica necesaria para seguir y completar programas 

educativos. 

 

Además, el "Fondo de Educación Superior para Víctimas" proporciona préstamos totalmente 

condonables para la educación técnica, tecnológica y profesional a víctimas del conflicto 

armado. Este fondo incluye un apoyo integral a través de la estrategia "Construyendo mi 

Futuro", que ofrece orientación y asistencia para que los beneficiarios permanezcan en y 

completen sus programas educativos. Esta iniciativa asegura que la educación sea accesible 

y sostenida para las poblaciones vulnerables, mejorando sus perspectivas de empleo a largo 

plazo. 

El "Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2022-2026" también aborda la generación de empleo 

mediante la creación formal de empleo, el emprendimiento y los esfuerzos asociativos, con 

un enfoque en los trabajadores rurales, los signatarios de la paz y los residentes de los 

municipios PDET. Al promover cadenas de valor agrícolas y agroindustriales sostenibles y la 
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adopción de nuevas tecnologías, el plan fomenta un mercado laboral inclusivo que integra a 

las comunidades vulnerables en actividades económicas productivas. 

Las iniciativas "Fondo Mujer Libre y Productiva" y "Fondo Emprender" brindan un apoyo 

significativo para la autonomía económica y el emprendimiento de las mujeres. El primero 

tiene como objetivo cerrar las brechas económicas para las mujeres mediante el apoyo a 

proyectos que mejoran la autonomía económica, mientras que el segundo fomenta el espíritu 

empresarial y la creación de negocios, especialmente para poblaciones vulnerables y 

víctimas de violencia. Estos fondos aseguran que las mujeres y los grupos vulnerables tengan 

acceso a recursos financieros y capacitación empresarial, facilitando su inclusión en el 

mercado laboral. 

Además, el "Fondo de Educación Superior para Víctimas" no solo apoya la educación, sino 

que también asegura que las víctimas de violencia puedan incorporarse al mercado laboral 

con las calificaciones y habilidades necesarias. El apoyo financiero y la orientación 

proporcionados por este fondo ayudan a los beneficiarios a asegurar un empleo estable y 

contribuir al desarrollo económico. 

La iniciativa "Becas del Cambio" de la Gobernación del Magdalena ofrece 1.500 becas para 

educación superior, asegurando que los jóvenes del departamento tengan acceso a 

educación gratuita y beneficios adicionales. Esta iniciativa promueve el logro educativo y la 

posterior inclusión en el mercado laboral al eliminar barreras financieras para la educación 

superior. 
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Finalmente, el proyecto "Ruta Macondo" promueve el turismo en el departamento del 

Magdalena preparando a los municipios locales y sus unidades productivas para ofrecer 

servicios turísticos de alta calidad. Este proyecto mejora la inclusión en el mercado laboral al 

crear oportunidades de empleo en el sector turístico y aprovechar la riqueza natural, 

ambiental, histórica y étnica de la región. 

 

7.1.2 Costa Rica 

La interacción entre las diferentes iniciativas subraya un enfoque multidimensional para 

abordar los desafíos enfrentados por grupos vulnerables, incluidos jóvenes, mujeres, 

poblaciones afrodescendientes y migrantes. Costa Rica ha implementado una serie de 

políticas diseñadas para apoyar la educación e inclusión laboral de sus poblaciones 

vulnerables. Estas políticas abarcan diversos sectores, como el desarrollo juvenil, esfuerzos 

antidiscriminatorios, desarrollo rural y adaptación al cambio climático, entre otros. Las 

siguientes secciones sintetizan cómo estas políticas pueden interactuar con la estrategia 

SUREST y contribuir a un marco integrado para la inclusión socioeconómica. 

La "Política Pública de la Persona Joven 2020-2024" tiene como objetivo potenciar las 

capacidades y oportunidades de los jóvenes a través de acciones estratégicas en los ámbitos 

cultural, económico, político, social y ambiental. Esta política apoya directamente la 

educación al crear condiciones que permiten a los jóvenes ejercer plenamente sus derechos 

y participar en el proceso democrático (Secretaría Técnica de los ODS, 2016). 



49 

Simultáneamente, la "Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación 

Racial y Xenofobia 2014-2025" aborda las barreras sistémicas que enfrentan los grupos 

marginados, incluidos afrodescendientes y migrantes, en el acceso a oportunidades 

educativas. Al promover la inclusividad y el respeto por la diversidad, esta política garantiza 

que los entornos educativos sean equitativos y apoyen a todos los estudiantes. 

Además, la "Estrategia Nacional de Empleabilidad y Talento Humano 2023-2027" prioriza 

mejorar la empleabilidad, especialmente para mujeres, jóvenes y personas en situación de 

pobreza. Al alinear los planes de estudio educativos con las necesidades del mercado laboral 

y enfatizar el desarrollo de habilidades, esta estrategia mejora la transición de la educación 

al empleo, apoyando tanto el logro educativo como la inclusión en el mercado laboral (MTSS, 

2023). 

La “Política de Estado para el Desarrollo Rural Territorial Costarricense (PEDRT) 2015-2030" 

fomenta la participación comunitaria en iniciativas de desarrollo, promoviendo la generación 

de empleo a través de vínculos productivos. Esta política promueve un entorno donde las 

poblaciones vulnerables puedan participar en actividades económicas sostenibles, apoyando 

así la inclusión en el mercado laboral. 

Además, la "Política Pública para el Sector Agropecuario Costarricense 2023-2032" tiene 

como objetivo responder a las necesidades actuales del sector agrícola, mejorando el 

bienestar y desarrollo de las comunidades rurales. Al apoyar el sector agrícola, esta política 

proporciona oportunidades de empleo para las poblaciones rurales, incluidas aquellas de 

grupos vulnerables. 
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El "Plan Nacional de Integración para Costa Rica 2023-2027" se centra en la integración 

social y económica de migrantes y refugiados, abordando sus necesidades específicas y 

mejorando su inclusión en el mercado laboral a través de iniciativas dirigidas en educación, 

trabajo, salud y fortalecimiento institucional. 

Además, la "Estrategia Nacional para la Ganadería Baja en Carbono en Costa Rica 2015-

2034" y la "Política Nacional de Producción y Consumo Sostenible 2018-2030" promueven 

prácticas agrícolas sostenibles y patrones de consumo, creando empleos verdes y 

fomentando un mercado laboral inclusivo. Estas políticas aseguran que la transición hacia 

una economía baja en carbono incluya a las poblaciones vulnerables al proporcionar 

capacitación y oportunidades de empleo en sectores sostenibles (Secretaría Técnica de los 

ODS, 2016). 

Finalmente, la "Política Nacional de Adaptación al Cambio Climático 2018-2030" y el "Plan 

Nacional de Adaptación al Cambio Climático 2022-2026" incorporan prácticas de adaptación 

al clima en los planes locales de desarrollo, que incluyen medidas para apoyar los medios de 

vida de las comunidades vulnerables. Al integrar la resiliencia climática en estrategias 

educativas y de mercado laboral, estas políticas aseguran que las poblaciones vulnerables 

puedan adaptarse y prosperar en condiciones ambientales cambiantes (Dirección de Cambio 

Climático, 2022). 

 



51 

7.2 Conciencia de los actores económicos y responsabilidad social corporativa 

7.2.1 Colombia 

Colombia ha enfrentado más de 60 años de conflicto armado interno, con un saldo 

significativo de víctimas y perturbación social. Los esfuerzos para abordar las secuelas de 

este conflicto implican la narración de los eventos y cifras, centrándose en las víctimas y los 

individuos desmovilizados que luchan por reconstruir sus vidas. Las instituciones públicas y 

el sector privado han reconocido los beneficios económicos y sociales de la construcción de 

paz, enfatizando el papel de las empresas en la reconstrucción y estabilización post-conflicto. 

El prolongado conflicto armado en Colombia ha resultado en más de 261,619 muertes, de las 

cuales 214,584 fueron civiles. Este alto costo humano subraya la importancia de esfuerzos 

integrales de construcción de paz que involucren tanto al sector público como al privado. Las 

empresas han reconocido cada vez más su papel en contribuir a la paz y la estabilidad, no 

solo como una obligación moral sino también como una oportunidad para el desarrollo 

sostenible. 

La responsabilidad social empresarial en Colombia abarca el respeto por los valores éticos, 

los derechos humanos, las comunidades y el medio ambiente. Las empresas comprometidas 

con la construcción de paz proporcionan herramientas concretas y apoyo para la 

reconciliación y el desarrollo sostenible. El comportamiento ético empresarial ayuda a crear 

condiciones para una paz duradera, previniendo conflictos violentos y fomentando la cohesión 

social. En este contexto, el concepto de construcción de paz de Galtung, introducido en 1976, 

delineó un enfoque estructurado para lograr la paz, centrándose en aspectos culturales, 
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sociales y políticos. El informe "Una Agenda para la Paz" de las Naciones Unidas expande 

aún más esto, abogando por acciones dirigidas hacia una paz estable y duradera. La 

construcción de paz implica prevenir, gestionar y resolver conflictos mediante capacidades 

sociales sin violencia, promoviendo la seguridad y el desarrollo sostenible. 

Siguiendo estas sugerencias, el sector privado en Colombia ha emprendido diversas 

iniciativas para apoyar la construcción de paz, incluyendo la creación de empleo, la educación 

y el desarrollo de infraestructura. Estos esfuerzos contribuyen a la estabilidad económica e 

integración social, ayudando a prevenir futuros conflictos. Aunque la participación del sector 

privado en la construcción de paz es crucial, aún existen desafíos. Una parte significativa de 

las víctimas del conflicto trabaja en el sector informal y solo un pequeño porcentaje tiene 

empleo formal. Además, sectores como las finanzas y el comercio muestran reticencia en 

contratar a individuos desmovilizados. La inclusión laboral efectiva requiere componentes de 

reconciliación y perdón, que están poco desarrollados en los esfuerzos actuales de 

integración laboral. 

En conclusión, la contribución del sector empresarial a la construcción de paz en Colombia 

va más allá de la responsabilidad ética, presentando importantes oportunidades de negocio. 

Las empresas que participan en la construcción de paz no solo promueven un desarrollo 

socioeconómico justo e inclusivo, sino que también realizan inversiones a largo plazo con 

retornos significativos. Al adoptar enfoques sensibles al conflicto e integrar la RSE en sus 

operaciones, las empresas pueden desempeñar un papel crucial en alcanzar una paz y 

desarrollo sostenibles en el Colombia post-conflicto. 
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7.2.2 Costa Rica 

En Costa Rica, el sector privado desempeña un papel crucial en el apoyo a comunidades 

vulnerables a través de una variedad de iniciativas. Estos esfuerzos se intensificaron durante 

la pandemia de COVID-19, pero han incluido consistentemente donaciones, apoyo en salud, 

programas educativos, iniciativas de empleo y proyectos de sostenibilidad. Las siguientes 

secciones sintetizan cómo estas iniciativas corporativas interactuaron para crear una red de 

apoyo cohesiva para individuos desfavorecidos. 

Muchas empresas en Costa Rica colaboran con bancos de alimentos y organizaciones sin 

fines de lucro para distribuir alimentos y suministros esenciales a comunidades vulnerables. 

Durante la pandemia, estos esfuerzos se expandieron significativamente, proporcionando un 

apoyo crucial a quienes más lo necesitaban. Por ejemplo, la provisión de kits de alimentos y 

productos de higiene por parte de varias empresas ha sido fundamental para aliviar las 

dificultades inmediatas enfrentadas por familias de bajos ingresos. 

Por otro lado, las contribuciones corporativas al sector de la salud incluyen donaciones de 

equipos médicos como mascarillas, guantes y respiradores a hospitales y centros de salud. 

Además, algunas empresas han financiado clínicas móviles y campañas de salud, llevando 

servicios médicos a comunidades rurales y marginadas. Estas iniciativas han sido cruciales 

para abordar las disparidades en salud y mejorar el acceso a servicios de salud esenciales. 

Además, el apoyo educativo del sector privado incluye programas de becas y asistencia 

educativa para estudiantes de bajos recursos. Las empresas también han proporcionado 
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formación técnica y profesional para jóvenes y adultos, mejorando sus perspectivas de 

empleo. Especialmente, las donaciones de dispositivos electrónicos y acceso a internet han 

facilitado el aprendizaje a distancia en comunidades con recursos tecnológicos limitados, 

asegurando la continuidad educativa durante la pandemia. 

Iniciativas similares han abordado el mercado laboral. Programas inclusivos de empleo se 

enfocan en el reclutamiento y capacitación de individuos de grupos vulnerables, como 

personas con discapacidad, madres solteras y jóvenes en riesgo. Además, el apoyo a los 

emprendedores incluye asistencia financiera, formación y mentoría para pequeñas y 

medianas empresas (PYMES) en comunidades desfavorecidas. Estas iniciativas no solo 

crean oportunidades laborales, sino que también fomentan la autosuficiencia económica y la 

resiliencia. 

Finalmente, varias empresas colaboran con comunidades locales para desarrollar 

infraestructura básica, como agua potable, electricidad y saneamiento. Las iniciativas 

ambientales, que incluyen reforestación, limpiezas de ríos y programas de reciclaje, generan 

empleo y mejoran las condiciones de vida comunitaria. Al integrar la sostenibilidad en sus 

operaciones, estas empresas contribuyen a la salud comunitaria y ambiental a largo plazo. 

 

8 Conclusiones 

El análisis de los grupos vulnerables en diferentes regiones revela una compleja interacción 

de dificultades económicas, déficits educativos y barreras para la inclusión en el mercado 

laboral. La vulnerabilidad no surge como una característica inherente, sino como 
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consecuencia de condiciones socioeconómicas y ambientales específicas que marginan a 

individuos y grupos. 

Los grupos vulnerables, que incluyen a jóvenes rurales y mujeres, afrodescendientes, 

pueblos indígenas, migrantes y personas desplazadas internamente (PDI), enfrentan 

consistentemente inestabilidad económica. Altos niveles de pobreza, falta de acceso a 

empleos estables y bien remunerados, y la predominancia del sector informal caracterizan su 

panorama económico. Por ejemplo, en Magdalena, la falta de acceso a la educación superior 

y la violencia persistente perpetúan ciclos de pobreza y subempleo. Los afrocolombianos 

experimentan niveles extremos de pobreza y carencia de servicios básicos, con disparidades 

significativas en ingresos en comparación con regiones más ricas. De manera similar, los 

migrantes venezolanos trabajan predominantemente en sectores informales, vulnerables a la 

explotación debido a la falta de documentación y estatus legal, mientras que los inmigrantes 

nicaragüenses en Costa Rica enfrentan exclusión social y tensiones en el mercado laboral. 

Estos desafíos económicos se agravan para grupos como las personas con discapacidades 

y las poblaciones indígenas, donde las actividades económicas tradicionales frecuentemente 

no garantizan un pago justo ni derechos laborales. 

Las barreras educativas son prevalentes y multifacéticas entre estos grupos vulnerables. En 

áreas rurales, las desigualdades estructurales y la infraestructura educativa inadecuada 

obstaculizan el acceso a una educación de calidad, lo que conduce a altas tasas de abandono 

escolar y oportunidades limitadas de educación superior. Los afrodescendientes muestran 

bajos índices de matriculación y altos porcentajes de educación secundaria incompleta, lo 
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que restringe sus perspectivas en el mercado laboral. Los jóvenes indígenas enfrentan 

brechas significativas en el logro educativo y en el conocimiento sobre salud reproductiva, 

exacerbando las desigualdades de género. Para las PDI, la necesidad de equilibrar el trabajo 

y la educación, junto con recursos financieros limitados y el temor a la violencia, interrumpe 

su progreso académico. Además, existe una importante brecha digital, especialmente en 

áreas rurales, que aísla aún más a estos grupos de los recursos y oportunidades educativas. 

La Región Chorotega ejemplifica la falta de correspondencia entre las ofertas educativas y 

las demandas del mercado laboral, con una educación de baja calidad que no prepara 

adecuadamente a los estudiantes para el empleo, lo que conduce a altas tasas de 

poblaciones NEET (Ni en Educación, Empleo o Formación) y desempleo juvenil. 

La transición de la educación al empleo está llena de obstáculos para estos grupos. Los 

individuos vulnerables a menudo carecen de las habilidades vocacionales necesarias y 

enfrentan barreras significativas como preparación insuficiente, falta de información sobre 

oportunidades laborales y redes limitadas. Por ejemplo, los jóvenes en áreas rurales luchan 

con altas tasas de desempleo, trabajos temporales y falta de seguridad social. Los 

afrodescendientes y las poblaciones indígenas frecuentemente trabajan en empleos poco 

calificados y no protegidos, y las mujeres, a pesar de tener mejores perfiles educativos, 

enfrentan mayores desafíos para acceder al mercado laboral. Los migrantes, especialmente 

los venezolanos, enfrentan discriminación y dificultades para validar sus credenciales, lo que 

lleva a un empleo informal prevalente. Los prejuicios de los empleadores y la falta de 
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preparación para manejar las necesidades de los trabajadores vulnerables agravan aún más 

estos desafíos. 

Abordar estos problemas interrelacionados requiere un enfoque multifacético. La estrategia 

de inclusión SUREST ejemplifica esto al centrarse en reducir las barreras para el ingreso al 

mercado laboral y mejorar la formación educativa y vocacional de los grupos vulnerables. Al 

alinear los planes de estudio educativos con las necesidades del mercado laboral local y 

promover la formación vocacional, estas estrategias tienen como objetivo mejorar la 

empleabilidad y fomentar la generación sostenible de ingresos. Además, apoyar el 

autoempleo y el emprendimiento local puede proporcionar oportunidades económicas 

viables, especialmente en regiones donde el empleo tradicional es escaso. La participación 

de empresas privadas en la creación de sistemas de empleo inclusivos y en la superación de 

los prejuicios contra los trabajadores vulnerables es crucial. 

Extender las actividades educativas a territorios vulnerables puede enriquecer las 

experiencias de aprendizaje y promover el desarrollo comunitario sostenible. Esta interacción 

no sólo aporta conocimientos y recursos a las comunidades marginadas, sino que también 

fomenta un proceso de aprendizaje recíproco, donde estudiantes y poblaciones locales se 

benefician del conocimiento cultural y práctico compartido. 

En conclusión, las condiciones económicas, las necesidades educativas y la inclusión en el 

mercado laboral de los grupos vulnerables están profundamente interconectadas. Las 

estrategias efectivas deben abordar estas dimensiones de manera integral, fomentando 

entornos inclusivos que apoyen el desarrollo personal y comunitario. Asegurar el acceso a 
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una educación de calidad, una formación vocacional relevante y oportunidades de empleo 

estables es fundamental para romper los ciclos de pobreza y marginación que enfrentan estos 

grupos. 
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